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Políticas Públicas de e-Gobierno y e-Democracia: el
caso de Uruguay a la luz del Modelo de Múltiples
Corrientes
Carlos Alberto Ramos Torres | Universidade Federal do Paraná
Resumen | Uruguay viene presentando destaque internacional por su desempeño en e-
gobierno y e-democracia. Este artículo analiza el desarrollo de la política pública de e-gobierno
y e-democracia uruguaya, en el período de 2005 a 2020. El análisis está fundamentado en
el Modelo de Múltiples Corrientes, que consiste en la identificación y “acoplamiento” de
las corrientes de problemas, soluciones y políticas, con el propósito de describir el proceso
de cambio e inserción de problemas en la agenda pública. Se adopta la hipótesis de que
un e-gobierno con alto grado de madurez es condición necesaria para el desarrollo de la
e-democracia. Los resultados de la investigación muestran que en el caso uruguayo se cumple
tal hipótesis. El análisis de política revela la convergencia de: (i)- problemas técnicos y sociales
reconocidos por el ejecutivo; (ii)- soluciones con viabilidad técnica y política; (iii)- un clima
político nacional propicio para reformas. Finalmente, se destaca el papel de los empresarios
políticos como acopladores de flujos y canalizadores de “ventanas de oportunidad” para la
innovación y cambio político.
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Public Policies of e-Government and e-Democracy: the case of Uruguay in
the light of the Multiple-Streams Framework
Abstract | Uruguay has been showing international recognition for its performance in e-
government and digital democracy. This article analyzes the development of Uruguayan
e-government and e-democracy public policy in the period of 2005-2020. The analysis is based
on the Multiple Streams Framework, which consists of identifying and coupling the streams
of problems, policies and politics, aiming to describe the process of change and problems
additions into the public agenda. A highly mature e-government is considered a necessary
condition for the development of e-democracy. The research results show that the case of
Uruguay supports this hypothesis. The policy analysis reveals the convergence or coupling
of: (i) technical and social problems recognized by the executive branch; (ii) solutions with
technical and political feasibility; (iii) a national political mood propitious to reforms. Finally, it
highlights the role of political entrepreneurs as couplers of streams and channelers of “windows
of opportunity” for political change and innovation.
Keywords: E-government, E-democracy, Multiple Streams Framework.
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1. Introducción
EL gobierno electrónico como tema y práctica haocupado un espacio importante en el contexto
de las reformas de los Estado latinoamericanos, tan-
to en la modernización de la gestión pública, cuanto
en la relación Estado-ciudadanía. El gobierno electró-
nico (e-gobierno, e-gob, e-government, gobierno digi-
tal), se refiere al uso intensivo por parte de las insti-
tuciones de gobierno hacen de las Tecnologías de la
Información y Comunicación (TIC’s), en las relacio-
nes que el Estado mantiene con la ciudadanía y sec-
tor privado y en las diversas relaciones a nivel del sec-
tor público. En general, la literatura apunta a tres gran-
des dimensiones del e-gobierno: la prestación de ser-
vicios (e-administración), la ampliación de los proce-
sos democráticos (e-democracia) y la dinamización de
los procesos de elaboración de política públicas (e-
gobernanza).
Este artículo aborda la relación entre el proceso de
desarrollo del gobierno electrónico y la democracia di-
gital en el contexto de las políticas públicas en Uru-
guay. La elección de este caso se justifica en la ne-
cesidad de limitar nuestro objeto de estudio, y tam-
bién por los recientes notables resultados de mejoras
en el desempeño del e-gobierno uruguayo en la últi-
ma década y su impacto positivo en el desarrollo de
la e-democracia. Además de eso, Uruguay cuenta con
una institucionalidad funcional a la implementación
de políticas públicas de gobierno y democracia digi-
tal: un sistema presidencialista y bicameral, estabili-
dad política y una expresiva clase media (en torno de
75% de la población).
En este orden de ideas, el objetivo general de este
estudio es analizar el desarrollo de la política pública
de gobierno digital uruguaya en el período de 2005 a
inicios de 2020. Entre los objetivos específicos, se bus-
ca captar cómo y a partir de qué momento las pau-
tas e-democracia fueron apareciendo en la estrategia
de política nacional de gobierno electrónico. Se parte
del presupuesto de que, para el desarrollo de la par-
ticipación electrónica activa (motor de la democracia
digital), es condición necesaria la presencia de un go-
bierno digital con un alto grado de madurez.
Para estos fines se optó por realizar un abordaje de
análisis de políticas públicas, que según Araujo y Ro-
dríguez (2017), tal análisis debe ser capaz de respon-
der algunas preguntas, por ejemplo: ¿Cómo fue el sur-
gimiento y el desarrollo de la política? ¿Cómo y cuando
aparecieron los problemas públicos y cómo se dio la
inclusión en la agenda? ¿Cuáles fueron las soluciones
y su contexto? ¿Cuál es el escenario y actores envuel-
tos en la toma de decisión? ¿De qué forma el ambiente
político influencia las políticas públicas? Y, finalmente,
¿Cuáles son los resultados y desenlaces de las políticas
públicas analizadas?
Para el desarrollo de este análisis se adoptó el Mo-
delo de Múltiples Corrientes (MMC) o por su nom-
bre en inglés Multiple-Streams Framework de Kingdon
(2014). Se trata de una teoría de medio alcance que
busca explicar el proceso por el cual problemas públi-
cos son tratados en pautas de la agenda política. Tal
abordaje es idóneo para estudios de casos nacionales y
su estructura consigue capturar los elementos de aná-
lisis que responden las interrogantes anteriores. Ade-
más de esto, esta propuesta contribuye con la escasez
de estudios que emplean el MMC en el ámbito teóri-
co de políticas públicas en América Latina (Sanjurjo,
2018).
El artículo será estructurado de la siguiente forma:
primero, se presenta una sección teórica que aborda
los principales conceptos basilares que se usarán en
el análisis. En esa misma sección se discute el Mode-
lo de Múltiples Corrientes y algunas de sus aplicacio-
nes e implicaciones. En la segunda sección, son dis-
cutidos los procedimientos metodológicos del estudio.
En la tercera parte, es aplicado el MMC para el análisis
de las políticas y el análisis de las agendas. Por último,
son presentadas las consideraciones finales del artícu-
lo.
En última instancia, la propuesta aspira contribuir
con respuestas a la cuestión levantada por Criado y
Gil-García (2013) sobre cómo producir abordajes de
investigación en gobierno electrónico, que sean actua-
les, renovables y reutilizables para la comparación de
casos por países.
2. Revisión de la literatura
2.1. Conceptos basilares: abordando el gobierno
electrónico
El avance de las reformas administrativas de los Es-
tado latinoamericanos impulsó el e-gobierno como te-
ma y práctica en la región. Esencialmente, este se re-
sume a la búsqueda de fines públicos por medios di-
gitales (Naser y Concha, 2011). La idea de e-gobierno
abarca la modernización de la gestión pública y pres-
tación de servicios y rendición de cuentas a los ciuda-
danos (Chahin, Cunha, Knight, y Pinto, 2004; Carter y
Bélanger, 2005).
Aunque no exista una “única” definición, el e-
gobierno puede entenderse como el uso intensivo que
las instituciones del gobierno hacen de las TIC’s en sus
relaciones con los ciudadanos y el mercado, así como
en las relaciones internas del sector público (Finque-
lievich, 2005; Seifert y Chung, 2009; Twizeyimana y An-
dersson, 2019). Entre los principales beneficios e im-
pactos positivos del gobierno electrónico se destaca
la eficiencia en los servicios públicos, la transparen-
cia gubernamental y la existencia de procesos públi-
cos más democráticos (Naser y Concha, 2011; Seifert y
Seifert y Chung, 2009; Snellen, 2007).
En general, la literatura apunta para tres dimen-
siones de e-gobierno: prestación de servicios al ciu-
dadano (e-administración), ampliación de los pro-
cesos democráticos (e-democracia) y dinamización
de los procesos de elaboración de políticas públicas
(e-gobernanza) (Sanchez, 2003; Snellen, 2007; Bindu,
Sankar, y Kumar, 2019). No obstante, el gobierno elec-
trónico no es un proceso neutro, ni tampoco linear,
además envuelve relaciones de poder y sus impac-
tos también pueden ser negativos (Soete y Weehuizen,
2003).
Por otro lado, se considera como madurez del go-
bierno electrónico al grado de complejidad que la pro-
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Figura 1: Relación entre e-gobierno y e-democracia: for-
mas de participación lideradas por el Estado.
Fuente: Elaboración del autor basado en el esquema de
Freeman y Quirke (2013)
puesta va adquiriendo a lo largo de su desarrollo (Na-
ser y Concha, 2011). Al respecto, uno de los indicado-
res más utilizados es el e-Government Development
Index (EGDI), un índice creado por las Naciones Uni-
das (ONU) que mide el grado de avance de las inicia-
tivas. Asimismo, existen otros parámetros y modelos
de análisis como el de interacción con la industria de
TIC’s (Dunleavy, Margetts, Tinkler, y Bastow, 2006), el
de asignación de recursos en relación a prioridades de
la agenda pública (West, 2005), y el de modelos de eta-
pas o grados de madurez (Andersen y Henriksen, 2006;
Naser y Concha, 2011).
La evidencia internacional levantada por Krishnan,
Teo y Lin (2013), sugiere que países con un alto gra-
do de madurez de gobierno electrónico presentan los
mejores indicadores de participación electrónica (e-
participación). Por consecuencia, es plausible consi-
derar que la democracia digital es un proceso deriva-
do o como mínimo, dependiente, del desarrollo y ma-
durez de las iniciativas de e-gobierno. Este argumento
fundamenta, en parte, el presente artículo, partiendo
del presupuesto de indivisibilidad entre e-gobierno y
e-democracia.
A este respecto, Freeman y Quirke (2013) sostienen
que la democracia digital está embutida en un ecosis-
tema más amplio representado por el gobierno digi-
tal. Los autores aclaran que, aunque existan iniciativas
de democracia digital que operan por separado del e-
gobierno1, su capacidad de influencia sobre la agenda
y tomada de decisión pública es limitada en compara-
ción con las iniciativas comandadas por el Estado. La
Figura 1 ilustra este esquema, con los niveles de parti-
cipación digital en iniciativas comandadas por el Esta-
do.
Siguiendo este orden de ideas, en la medida que au-
menta la madurez del gobierno electrónico, las inicia-
tivas de participación aumentan su grado y forma de
interacción. A pesar de que algunos gobiernos incor-
poren sistema de consulta electrónica, la participación
puede ser limitada cuando la comunicación se mantie-
ne unidireccional. En un nivel avanzado de madurez,
se espera que surjan iniciativas de participación digital
1Se refiere, por ejemplo, a foros políticos online liderados por ciu-
dadanos, debates políticos en redes sociales, etc. Cf Bruns (2008).
activa, capaces de impactar la toma de decisión políti-
ca.
A la luz de lo antes expuesto, se considera como
presupuesto que además de la indivisibilidad de e-
gobierno y e-democracia, existen diferentes formas de
integración y objetivos entre ambas esferas y actores
involucrados en esos procesos. Por consecuencia, un
análisis de política pública de gobierno y democracia
digital necesita distinguir claramente el papel y uso
de las TIC’s en relación a la finalidad específica de ca-
da forma de participación digital (Freeman y Quirke,
2013).
2.2. Conceptos basilares: abordando la democracia
electrónica o digital
La democracia electrónica (e-democracia) o demo-
cracia digital, se refiere al uso e incorporación de TIC’s
en debates políticos y procesos de tomada de decisión,
complementando o contrastando los medios tradicio-
nales de comunicación, como lo son la interacción ca-
ra a cara o los medios de comunicación de masa uni-
lateral (Coleman y Norris, 2005; Henderson y Hogarth,
2007; Lindner y Aichholzer, 2020). Específicamente, la
democracia digital busca conseguir mayores niveles de
participación de los ciudadanos y diversidad de acto-
res de la arena pública mediante la interacción en un
amplio ecosistema digital (Nchise, 2012). Asimismo, se
trata de un paradigma relativamente nuevo en el ámbi-
to de la investigación en el campo de políticas pública,
así como en la propia esfera de la praxis política.
En el ámbito de las democracias representativas,
principalmente occidentales, se observa una crisis de
legitimidad política que se manifiesta en la descon-
fianza pública en el gobierno, en los relativamente ba-
jos niveles de participación pública en la vida cívica
y en el “cinismo” público en relación a las institucio-
nes políticas y de gobernanza (Chen, Huang, y Hsiao,
2006; Offe, 2011). Al respecto, Oni et al. (2016) identifi-
can que la e-democracia tiene el potencial para reducir
la brecha entre ciudadanos y representantes mediante
procesos democráticos más incluyentes y transparen-
tes.
La dimensión de la e-participación es considerada
como una de las principales formas de instrumentali-
zación de la democracia digital (Lindner, Aichholzer,
Beckert, Goos, Hennen, y Strauß, 2016). De acuerdo
con Kim y Lee (2012), la satisfacción y confianza de
los e-participantes hacia la capacidad de respuesta del
gobierno está fuertemente relacionada con la percep-
ción de influencia del ciudadano sobre la toma de de-
cisión política, y a su vez, tal percepción depende de
la evaluación de los ciudadanos sobre la los niveles de
transparencia gubernamental. De esta forma, cuando
hay diversidad de opciones de participación electróni-
ca combinadas con mecanismos digitales de accoun-
tability, los niveles de confianza ciudadana en la capa-
cidad de respuesta del gobierno pueden ser positiva-
mente influenciados.
Por otro lado, según Clift (2003) la e-democracia
puede ser mapeada mediante “sectores democráticos”
incorporados en los procesos políticos que ocurren
en el ámbito de comunidades locales, estados, regio-
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nes, naciones o en el escenario global. Un modelo ro-
busto de democracia digital tiende a incorporar, por
lo menos, seis componentes en el quehacer público
(Shirazi, 2009). Estos componentes son: (i) TIC’s; (ii)
e-ciudadanos; (iii) gobierno; iv. medios de comunica-
ción; v. grupos sociales; (vi) sector privado. En el cerne
de este modelo se encuentran los e-ciudadanos, o sea,
los individuos que utilizan TIC’s para participar activa-
mente de los procesos democráticos.
Desde el punto de vista teórico y conceptual, di-
versos autores han desarrollado modelos para clasifi-
cas las iniciativas de democracia digital (Bellamy, 2000;
Päivärinta y Sæbø, 2006; Dahlberg, 2011). Usualmen-
te, los modelos de e-democracia son definidos en ba-
se al grado de protagonismo de los actores políticos
en la agenda, el papel y lugar del ciudadano en la to-
ma de decisiones públicas y en el rol que ocupan las
TIC’s en el proceso democrático. Constantes cambios
en la agenda, en los valores y en las creencias de los
actores del sistema político pueden dificultar la con-
ceptualización y clasificación tipológica de un proceso
de democracia digital. A continuación, en el Cuadro 1
se ofrece una síntesis del modelo propuesto por Van
Dijk (2012) con los seis tipos de e-democracia ideal, su
principal característica política y el papel que las TIC’s
ocupan en el proceso.
Además, la participación electrónica puede asu-
mir varias formas diferentes. Por ejemplo, los e-
ciudadanos pueden utilizar las TIC’s para interactuar
con diversos grupos sociales, órganos de gobierno,
medios de comunicación y empresas privadas. Las ini-
ciativas de participación digital tienden a fomentar
el uso, la creación y diseminación de informaciones,
pues en general el fin deseado es construir una so-
ciedad más abierta y democrática (Shirazi, 2009; Flew,
Martin, y Suzor, 2019).
Por último, merece destaque levantar algunos as-
pectos que envuelven el debate reciente sobre e-
democracia. El primer punto es sobre la internet y su
regulación, una vez que el Estado y sus dominios pare-
cen haber perdido la capacidad de regular todos los es-
pacios y las comunicaciones frente a elementos “con-
troversiales” como las fake news o el contenido extre-
mista (Flew et al., 2019). Esta situación sugiere un de-
safío para el planteamiento de intervención y regula-
ción bajo las democracias occidentales, pues el límite
entre el bienestar público y la restricción de la libertad
individual de los ciudadanos es bastante tenue.
Muchos países han implementado normativas re-
gulatorias de internet y acceso a información públi-
ca, inaugurando una onda de “derecho digital” (Da
Costa y Pendiuk, 2018; Novruzova, Pronina, Sherguno-
va, y Gorevoy, 2019). Entretanto, como muestra Hue-
so (2017), el derecho a la privacidad de los datos pre-
cede el derecho a la “transparencia” o acceso a infor-
mación pública, y existe controversia en la idea de que
este último sea un derecho fundamental. A ese respec-
to, Rumbold y Wilson (2019) discuten sobre las tensio-
nes entre el derecho individual de privacidad y el do-
minio público, argumentando que el derecho a la pri-
vacidad debería únicamente ser alienado cuando los
individuos renuncian a este de forma explícita y cons-
ciente. Así, el establecimiento de un derecho público
puede representar la transgresión de un derecho indi-
vidual, y viceversa.
Estas cuestiones deben ser consideradas al momen-
to de formular políticas y estrategias de implementa-
ción de e-democracia. No existe una receta positiva
para este tipo de controversias, eminentemente nor-
mativas, y tampoco un arreglo institucional ideal que
se encaje en todos los casos e iniciativas. Como bien
queda ilustrado en la Tabla 1, es posible la combina-
ción de fines y valores políticos para el establecimien-
to de la democracia digital, siempre y cuando esté bien
direccionado el papel de las TIC’s.
2.3. Interacción entre e-democracia y políticas pú-
blicas
En el ciclo de las políticas públicas, la agenda es
el conjunto de problemas o temas que en determi-
nado momento son entendidos como relevantes pa-
ra el gobierno (Dunn, 2018; Secchi, 2014). El estudio
de Coleho, Cunha y Pozzebon (2017) buscó describir
las implicaciones de la democracia digital sobre el ci-
clo de políticas públicas mediante el proceso de e-
participación. El resultado del estudio mostró un im-
portante vacío en la literatura, puesto que normal-
mente la e-democracia no es entendida como un fin
de política pública en sí misma, sino como un medio.
Respecto a esto, Oni et al. (2014) apuntan que en la
mayoría de los países no existe una agenda bien defi-
nida para la implementación de la democracia digital.
En la práctica, la e-democracia aparece en la agenda de
gobierno como objetivos específicos a ser alcanzados,
y son raros los casos de agendas “explícitas” de un pro-
yecto de democracia digital. Siendo así, las iniciativas
de e-participación pueden ser detectadas como “inno-
vaciones democráticas” incorporadas progresivamen-
te con el avance de la agenda y el aumento en la ma-
durez del gobierno digital.
Basado en Smith (2009), se consideran innovaciones
democráticas a aquellas instituciones políticas cons-
truidas con el objetivo de ampliar y mejorar la partici-
pación ciudadana en los procesos de decisión pública.
Sin embargo, el surgimiento de innovaciones en la es-
fera pública no resulta de un proceso mecánico, sino
de la interacción de actores y fuerzas políticas. Como
bien apunta Kon (2019), muchas veces el objetivo de
los cambios en la esfera pública no es alcanzar mejo-
res resultados de desempeño institucional sino mejo-
rías en la legitimidad política del gobierno.
En el ámbito de la democracia digital, encontramos
innovaciones que representan la ampliación del pro-
ceso democrático. Una de estas son las consultas pú-
blicas electrónicas, mecanismos capaces de dinamizar
y expandir la participación democrática de ciudada-
nos en asuntos que van desde la elaboración de nue-
vas leyes hasta la toma de decisiones importantes en
materia de presupuestos nacionales (Deligiaouri y Sui-
ter, 2021). No obstante, la literatura muestra en diver-
sos contextos que estos mecanismos tienen sus lími-
tes, que van desde la reducida participación del públi-
co en asuntos “no controversiales” (Mendonça y Ama-
ral, 2014) hasta elementos como el analfabetismo digi-
tal (Baskakova y Soboleva, 2019).
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Tabla 1: Tipos de e-democracia y el rol de las TIC’s
Tipo de
e-democracia








Una visión procesal clásica del tipo occidental de
democracia, tal como la definen la constitución y
otras leyes básicas.
Mejorar el suministro de información mediante
medidas adecuadas y la recuperación de informa-
ción por parte de los ciudadanos.
Competitiva
Partidos y líderes que compiten por el electorado,
con un enfoque en la representación y la toma de
decisiones eficiente.
Difusión de información y campañas electorales.
Liberal
Comparte algunos puntos de vista con las visiones
pluralista y plebiscitaria y se centra en la política
autónoma de los ciudadanos en sus propias aso-
ciaciones.
Relevante en sus funciones de red para particula-
res, especialmente para compartir contenidos ge-
nerados por ellos mismos. También sirve como
puente entre la política institucional y la experien-









La diversidad de actores en los procesos políticos
y su discusión es visto como la más importante,
combinando prácticas de democracia directa y re-
presentativa.
Ampliar la oferta digital de discusiones y deba-
tes, principalmente a través de medios online. Las
TIC son vistas como mecanismo de intercambio
abierto y libre sobre temas políticos.
Participativa
El foco está en la promoción de la ciudadanía ac-
tiva, la formación de una opinión política a gran
escala, basada en el principio de unificación de la
democracia directa y representativa.
Son importantes para una variedad de funciones,
desde debates públicos y educación hasta todo ti-
po de participación. El acceso para que todos es
un valor predominante.
Plebiscitaria
Coloca formas de toma de decisiones democráti-
ca directa, como referéndums, en el centro del es-
cenario.
Son esenciales para realizar investigaciones, refe-
rendos y debates en línea.
Fuente: Elaboración propia (2020) a partir de Van Dijk (2012).
La rendición de cuentas y transparencia guberna-
mental también forma parte de estas innovaciones de-
mocráticas, siendo una tendencia cada vez más fuerte
en el ámbito de las administraciones públicas (Barria-
Traverso, González-Bustamante, y Cisternas Guasch,
2019). Este proceso no se trata más que de la abertu-
ra de la black box del gobierno y, aunque recientemen-
te se observa un fuerte esfuerzo internacional para su
adopción y establecimiento en los ordenamientos jurí-
dicos nacionales, sigue dependiendo en buena medida
de voluntad política y el interés de los actores claves
(Ramírez-Alujas, 2020).
Para Lindner et al. (2016) el estilo de política de
e-democracia que es implementada en la forma top-
down incorpora políticas públicas que son iniciadas,
organizadas y financiadas por los mismos gobiernos.
Mientras que las políticas formuladas bottom-up son
actividades iniciadas o realizadas por ciudadanos y ac-
tores de la sociedad civil. Por su vez, cuando se trata de
la operacionalización política de la democracia digital
es común observar tres niveles de interacción: infor-
mación, comunicación (participación limitada) y co-
laboración (participación activa) (Lindner et al., 2016).
Desde el punto de vista de Baumgartner y Jones
(2010) el proceso de políticas públicas envuelve perío-
dos de estabilidad y cambios. La estabilidad muestra
un sistema de políticas funcional al status quo, donde
hay dificultades para la inserción de innovaciones en
la agenda. Esto, a su vez, retrata un equilibrio en el sis-
tema que persiste hasta que un suceso en el ambien-
te consiga atraer la atención de los actores “excluidos”,
desencadenando nuevos intereses e interpretaciones
con potencial de cambio. En este sentido, las iniciati-
vas nacionales de gobierno electrónico son la platafor-
ma para la emergencia de pautas relacionadas al ac-
ceso a tecnología, y, en su estadio más alto, estas son
propicias para que nuevas demandas sean levantadas,
como es el caso de las necesidades democráticas de la
población.
En la medida que estos nuevos intereses ganan es-
pacio y atención en las diversas esferas instituciona-
les también crece su posibilidad de ser incluidos en la
agenda. No obstante, esto no representa una subver-
sión definitiva del monopolio de la política, por la sen-
cilla razón de que el acceso a la agenda no garantiza, a
priori, grandes cambios (Dumas, LaManna, Harrison,
Ravi, Kotfila, Gervais, y Chen, 2015). En este estudio, se
considera que la política pública de e-democracia es
el resultado de la incorporación de pautas de partici-
pación electrónica y gobierno abierto en la agenda de
gobierno, es decir, un proceso gradualista o incremen-
tal.
En esta lógica, esta investigación abarca la compren-
sión del contexto y las razones por las que las inicia-
tivas específicas relacionadas al gobierno electrónico
y la democracia digital fueron priorizadas en la agen-
da política de Uruguay. Así, el análisis condice a la ob-
servación de actores, procesos, problemas y todos los
elementos necesarios para entender el momentum del
cambio en el sistema de políticas públicas. A continua-
ción, se describirá, teóricamente, el modelo de análisis
que será utilizado para tal fin.
2.4. Abordando el Modelo de Múltiples Corrientes
El estudio y análisis de políticas públicas envuel-
ve la necesidad de elecciones metodológicas consis-
tentes con la naturaleza del fenómeno a ser estudia-
do (Sabatier, 2007). Considerando que la acción pú-
blica es desarrollada en ambientes de incertidumbre
política y de información incompleta, resulta necesa-
rio el uso de abordajes con presupuestos realistas ca-
paces de explicar, de forma sistemática, los diversos
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niveles de complejidad del proceso de decisión en el
contexto de las políticas pública (Kraft y Furlong, 2019;
Tsoukias, Belton, Lucertini, y Montibeller, 2014). En el
presente análisis de política pública se adoptó el Mul-
tiple Streams Framework o Modelo de Múltiples Co-
rrientes (MMC), por considerar que atiende, desde el
punto de vista teórico-metodológico, las condiciones
mencionadas anteriormente.
El MMC es una metodología para el análisis de polí-
ticas que focaliza el proceso de formación de la agenda
pública, con el propósito principal de explicar cómo y
por qué algunos problemas reciben atención en la are-
na política y acaban siendo priorizados en la agenda
pública (Kingdon, 2014; Zahariadis, 2007). Según Cari-
ney y Zahariadis (2016), el MMC asume presupuestos
como: la racionalidad limitada de los agentes; la incer-
tidumbre como resultado de información incompleta
o ausente; y la ambigüedad en la toma de decisiones
de los policymakers.
En líneas generales, el MMC captura el proceso de
toma de decisión en la política pública como siendo el
resultado de la interacción y convergencia de tres co-
rrientes o flujos dinámicos: (i) problemas, que pueden
ser detectados mediante indicadores, crisis o feedback
de acciones políticas en curso o ya concluidas; (ii) so-
luciones (policies)2, que envuelve las soluciones a pro-
blemas, usualmente generadas a partir de comunida-
des de expertos; y, (iii) político (politics), que retrata el
ambiente político nacional (national modo) observan-
do las facciones políticas organizadas y los cambios en
el gobierno (Kingdon, 2014; Sabatier, 2007; Cairney y
Zahariadis, 2016).
En ese orden de ideas, los flujos o corrientes normal-
mente operan de forma independiente uno del otro,
excepto cuando una “ventana de oportunidad” per-
mite que los “emprendedores de políticas” hagan una
especie de “acoplamiento” (Kingdon, 2014; Cairney y
Zahariadis, 2016). Como señala Sabatier (2007) la ocu-
rrencia de un gran cambio político dependerá de es-
te proceso de acoplamiento. En síntesis, en el MMC la
conformación de la agenda sigue un proceso no linear,
más o menos caracterizado por el surgimiento y reco-
nocimiento de problemas, la creación de soluciones o
alternativas por expertos y un contexto macro-político
favorable para los emprendimientos políticos.
2.5. Implicaciones y aplicaciones del MMC
Parte de la literatura especializada recomienda
adaptaciones al MMC, o dicho en términos lakatonia-
nos, sugiere “heurística positiva”. Entre las recomen-
daciones, se indica el uso del MMC para análisis de
la fase de implementación de las políticas (o sea, ir
más allá del agenda-setting), introduciendo nuevas co-
rrientes o flujos y complementando con otras teorías
(Zohlnhöfer, 2016; Howlett, 2019; Fowler, 2020), así co-
mo también se recomienda la incorporación de nuevas
variables como “el corrector de problemas” (Knaggård,
2015). En la prespectiva de Saetren (2016), para que
2Kingdon (2014) hace referencia al policy primeval soup, donde
ideas de soluciones fluctúan, siendo algunas aceptadas y otras re-
chazadas por los tomadores de decisión. Normalmente los actores
desarrollan las soluciones de forma antecipada a los problemas del
futuro y esperan el momento idóneo para introducirlas en la agenda.
cualquier adaptación al MMC sea viable resulta nece-
sario adoptar un framework de carácter “integrativo”.
Por otro lado, Rawat y Morris (2016) detectaron que
el MMC continua siendo ampliamente utilizado para
análisis de políticas públicas en diversos lugares del
mundo (a pesar de su declive en la literatura política de
los Estados Unidos). Esto se debe, fundamentalmente,
a la flexibilidad del modelo para encuadrarse en casos
con diversas especificidades políticas, histórica e ins-
titucionales. En cuanto a las críticas al MMC se des-
taca su reducida viabilidad de aplicación en investiga-
ciones de naturaleza cuantitativa y en sistemas políti-
cos no democráticos (Travis y Zahariadis, 2002; Neil-
son, 2001; Zohlnhöfer, 2016).
Ahora bien, según Ruvalcaba-Gómez (2019) en el
ámbito del e-gobierno y la e-democracia se observa
una escasez de estudios que utilicen el MMC. Entre es-
tos estudios se encuentran los que dieron mayor foco
al proceso de desarrollo del gobierno electrónico (Me-
le, 2008; 2013; Jæger y Löfgren, 2010; Löfgren, 2013;
Aquino y Ávila, 2014). En relación a los estudios de e-
democracia que utilizan el MMC el foco es orienta-
do hacia el gobierno abierto (Flemström, 2010; Mejabi,
Azeez, Adedoyin, y Oloyede, 2015; Ruvalcaba-Gómez,
2019; Ruvalcaba-Gomez, Criado, y Gil-Garcia, 2020).
En síntesis, la mayoría de estas aplicaciones del mode-
lo son desarrolladas mediante investigaciones de na-
turaleza cualitativa, orientadas mediante estudios de
casos de iniciativas nacionales o locales, y, normal-
mente, el MMC es complementados con otros concep-
tos de otras teorías de política pública.
El continente latinoamericano es, particularmen-
te, el que menos desarrollo teórico y aplicaciones del
MMC presenta en su producción científica (Sanjur-
jo, 2018). Es claro que, cualquier análisis realizado en
el continente debe llevar en cuenta las particularida-
des latinoamericanas: Estados débiles y dependientes;
desigualdad social; corrupción y desigualdad genera-
lizada; entre otros. Por último, sobre el caso uruguayo
se han desarrollado algunos análisis a la luz del MMC,
abordando temáticas como política armamentista, po-
lítica de inteligencia y seguridad, legalización de dro-
gas, entre otras (Álvarez, 2017; Sanjurjo, 2018; Repetto,
2014).
2.6. Conceptos complementares: el emprendedor
político y las comunidades epistémicas
En el MMC el concepto de policy entrepreneur se re-
fiere a los individuos situados en esferas influencia en
el gobierno, cuya principal característica consiste en la
defensa de ideas y en la capacidad de detectar las lla-
madas “ventanas de oportunidad” para conectar pro-
blemas y soluciones en el proceso de cambio de la po-
lítica pública (Kingdon, 2014; Capella, 2016; Mintrom
y Norman, 2009). Normalmente, estos individuos son
experts que gozan de buena reputación, habilidades
técnicas y de negociación, además de contar con po-
pularidad política.
Los emprendedores políticos también son caracteri-
zados por tener acceso a los recursos públicos y a la es-
fera de toma de decisiones, siendo capaces de influen-
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ciarla (Jones, Peterson, Pierce, Herweg, Bernal, Lam-
berta Raney, y Zahariadis, 2016). A pesar de la centra-
lidad de estos actores en el MMC y de su capacidad de
actuar en el proceso de “acoplamiento” de las corrien-
tes, los emprendedores y sus voluntades individuales
no controlan los procesos de cambio de las políticas
públicas.
El modelo de múltiples corrientes también hace re-
ferencia a grupos de especialistas que discuten sobre
soluciones para los problemas públicos detectados.
Tales actores pueden ser considerados como “comu-
nidades epistémicas” (Haas, 1992). Se trata de un con-
cepto de las relaciones internacionales que se refiere
a grupo de experts involucrados en la definición de
la agenda, formulación e implementación de políticas
públicas (Howlett, 2019). Normalmente este grupo es
plural y compuesto por científicos, activistas políticos
y otros, a depender de la naturaleza del caso/problema
público. Por último, las comunidades epistémicas ayu-
dan a reducir la incertidumbre y normalmente cuen-
tan con el prestigio, formación y reputación que define
el tipo de expertise valorado por las élites políticas.
Ya definidos los conceptos y el modelo teórico a ser
utilizado, sigue a continuación la discusión sobre los
procedimientos metodológicos y la presentación de
los resultados empíricos mediante el MMC y el análisis
de agenda.
3. Aspectos metodológicos
La estrategia metodológica adoptada es de natura-
liza mixta (mixed methods research), pues combina di-
ferentes tipos de métodos (cualitativos y cuantitativos)
para ofrecer una comprensión más detallada del fenó-
meno analizado y su contexto (Johnson, Onwuegbu-
zie, y Turner, 2007). Al mismo tiempo, la investigación
puede ser considerada como un estudio de caso al tra-
tarse de una investigación empírica que analiza un fe-
nómeno específico y su contexto manteniendo el ca-
rácter unitario (Yin, 2005; Gil, 1994).
Como técnica de pesquisa adoptada se tiene, por
un lado, la revisión bibliográfica de literatura con el
propósito de contextualizar el objeto de investigación
frente a otros estudios relacionados (Gil, 1994). Las
principales categorías de análisis fueron levantadas a
partir del Modelo de Múltiples Corrientes de Kingdon
(2014). Otra técnica de pesquisa empleada en esta in-
vestigación fue el análisis de contenido (Bardin, 1991).
En relación a los datos utilizados, fueron levanta-
dos indicadores cuantitativos de fuentes secundarias
como organizaciones internacionales y entes del go-
bierno uruguayo. Por último, para analizar la inser-
ción de la e-democracia en las agendas de política de
gobierno electrónico en Uruguay se utilizaron catego-
rías analíticas obtenidas de la literatura especializada
(Clift, 2003; Shirazi, 2009; Smith, 2009; Oni et al., 2016;
Lindner et al., 2016), las cuales son detalladas y defini-
das en el proceso de acoplamiento de las corrientes.
4. Resultados
4.1. Aplicación del Modelo de Múltiples Corrientes
En esta sección interesa analizar la trayectoria de
Uruguay en la construcción de una robusta política
de e-gobierno que incorpora, progresivamente, pautas
de democracia digital en la agenda política. El espacio
temporal del análisis abarca el intervalo de la primera
mitad de la década de 2000 hasta comienzos del año
2020. Así, valiéndose del MMC, este estudio analiza los
flujos o corrientes que convergieron en las ventanas de
oportunidad que, posteriormente, posibilitaron la in-
corporación de nuevos productos políticos en el ám-
bito del gobierno digital.
4.1.1. Corriente de los problemas
En general, el análisis de esta corriente tiene génesis
en el transcurso de una probable critical jucture3, en la
primera mitad de la década de 2000. Particularmente,
en el año de 2002, Uruguay atravesó una fuerte crisis
económica con varios desdoblamientos en su dinámi-
ca política y social (De La Plaza y Sirtaine, 2005; Buquet
y Chasquetti, 2005). Como problemas se detectaron: (i)
una brecha digital en acceso a tecnología y conectivi-
dad como desafío nacional; (ii) algunas fisuras en la
institucionalidad democrática y en la credibilidad del
gobierno; y (iii) un limitado desempeño del gobierno
digital, y consecuentemente, limitaciones en el desa-
rrollo de la e-democracia.
Los indicadores de la Figura 2 ilustran el status quo
de acceso a las TIC’s de la población uruguaya en el
contexto del llamado “giro a la izquierda” (Paramio,
2006). Se puede observar que la brecha digital es ní-
tida, reflejada en el 89% de los hogares sin conectivi-
dad en 2004. A la vez se observa que el gasto del go-
bierno en TIC’s es bajo. Esto puede ser explicado, en
parte, por la falta de una política de modernización es-
tratégica coordenada y bien estructurada (Landinelli y
Rivoir, 2018); y por factores “sistemáticos” surgidos a
partir de la crisis económica que inviabilizó la inver-
sión pública y difusión de las TIC’s (Rivoir, 2009).
En la secuencia, se presentan indicadores relaciona-
dos a la institucionalidad democrática del país. Antes
de la elección de 2004, la incertidumbre fruto de la cri-
sis afectó la confianza de los ciudadanos en el gobierno
e instituciones. En la Figura 3, se pueden observar indi-
cios de una crisis de legitimidad en el sistema político
uruguayo tradicional. Sin embargo, esa incertidumbre
y crisis política fue mitigada con la “transición”, prin-
cipalmente, por la notable cohesión social de la pobla-
ción y su confianza en la democracia, lo que difiere en
buena medida de otros países de la región (Gutiérrez,
2012).
En el contexto de las reformas y modernización de
los Estados latinoamericanos (a finales de la década
de 1990 y comienzos del siglo XXI), fueron diseñadas
3El concepto de coyuntura crítica se refiere a situaciones de in-
certidumbre en las que las decisiones de actores importantes son
causalmente decisivas en la elección de una vía de desarrollo ins-
titucional en detrimento de otras posibles vías (Capoccia, 2016). En
el caso uruguayo, el país atravesaba una fuerte crisis económica y
política, exacerbada en 2002.
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Figura 2: Porcentaje de hogares con acceso a las TIC y gasto
público en TIC - Uruguay (2004-2015)
Fuente: Elaboración propia (2020) con datos de CEPAL y
WITSA.
Figura 3: Indicadores de confianza en el gobierno, las ins-
tituciones y la democracia - Uruguay (2002-2016)
Fuente: Elaboración propia (2020) con datos de CEPAL y
Latinobarómetro.
las primeras estrategias de gobierno digital. En el ca-
so de Uruguay, la e-institucionalidad desarrollada has-
ta el año de 2002, mediante reformas burocráticas y
planes o agendas de conectividad, no presentó resul-
tados satisfactorios (Rivoir, 2009; Possamai, 2010). Un
indicador que puede reflejar esa situación es el tiempo
necesario para abrir una empresa que, en promedio,
fue de 46 días entre 2002 y 2009, según datos del Banco
Mundial.
En esta secuencia, el atraso y limitado desempeño
es más acentuado en el caso de la democracia digital,
lo que puede verificarse mediante el índice de parti-
cipación electrónica. En síntesis, la Figura 4 muestra el
limitado performance del e-gobierno hasta la mitad de
la década de 2000, y por otro lado, la incipiente demo-
cracia digital hasta el comienzo de la segunda década.
La razón de estos problemas puede estar asociada a la
baja madurez del gobierno digital y al estilo de imple-
mentación de las primeras agendas que fueron orien-
Figura 4: Desempeño del gobierno electrónico y la demo-
cracia electrónica en Uruguay (2003-2020)
Fuente: Elaboración propia (2020) con datos de la Base de
Datos de Desarrollo de Gobierno Electrónico de las
Naciones Unidas (UNeGovD).
tadas a mejoras de infraestructura (en algunos casos a
la creación desde cero) y al acceso a las TIC’s.
No todo problema público es priorizado por los ac-
tores políticos y de hecho, algunos tienden a ser ig-
norados en el tiempo (Rochefort y Cobb, 1993). De-
terminar la razón por la cual algunos asuntos políti-
cos y problemas son priorizados mientras que otros
son dejados de lado es una tarea analítica, como mí-
nimo, compleja. Esto se debe principalmente porque
las elecciones y decisiones de los policymakers y toma-
dores de decisión son influenciadas por las más diver-
sas variables (Zahariadis, 2007; Baumgartner y Jones,
2010; Kon, 2019).
Es probable que la forma conceptual y el recorte de
los problemas empleados en este análisis diverjan, en
alguna medida, de la percepción real de los players po-
líticos. Al mismo tiempo, es probable que ciertas par-
ticularidades de los procesos políticos e instituciona-
les no hayan sido aprendidas. No obstante, es evidente
que esta primera corriente de problemas abre espacio
para explicar de forma analítica la trayectoria de la co-
rriente o flujo de las policies.
4.1.2. La corriente de las soluciones (policies)
En el caso uruguayo, la Presidencia de la República
en el primer mandato del Frente Amplio (2005-2010)
estableció el llamado “Grupo Asesor en Tecnologías de
la Información” (GATI) (Rivoir, 2013). Se trató de un
grupo heterogéneo de expertos con la misión de ela-
borar propuestas de política en el área de TIC’s, y que
puede ser identificado como una comunidad episté-
mica. Este grupo tuvo fuerte vinculación con las prin-
cipales élites locales del sector de high-tech en el ám-
bito académico, estatal y empresarial, además de tener
el prestigio y formación necesaria para influenciar las
decisiones del poder ejecutivo.
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Según Haas (1992), la influencia de las comunida-
des epistémicas en el proceso de innovación política
está relacionada con la promoción de soluciones. Así,
a partir de un informe especializado del GATI para la
Presidencia de Uruguay, se crea, mediante el artículo
72 de la Ley Nº 17.930 de diciembre de 2005 la Agencia
de Gobierno Electrónico y Sociedad de la Información
y del Conocimiento (AGESIC). La creación de este ór-
gano puede ser identificada como un primer producto
de policies, en la corriente de soluciones.
Se trata de un órgano con autonomía técnica y fi-
nanciera, dependiente directo de la Presidencia de la
República (Rivoir, 2013). La estructura de la AGESIC es
conducida por un Consejo Directivo Honorario, com-
puesto por miembros nombrados directamente por el
presidente de la República y por cinco Consejos Aseso-
res Honorarios. Además de esto, la AGESIC cuenta con
representantes de todos los poderes públicos, del ám-
bito académico y del sector privado.
Los objetivos generales de la AGESIC están relacio-
nados a la institucionalidad y funcionamiento de los
servicios ciudadanos relacionados con las TIC’s, y el
desarrollo de la Sociedad de la Información, enfatizan-
do la inclusión digital de la población. De igual forma,
es el órgano que coordina todas las políticas asocia-
das al e-gobierno. Las funciones de la AGESIC fueron
diversificadas a partir de 2015, incorporando elemen-
tos como innovación digital y gobierno abierto. Por su
vez, el director de la AGESIC ejerce como Government
Chief Information Officer (GCIO) del país (Possamai,
2010).
Las decisiones de la AGESIC en materia de e-
gobierno y TIC’s son unilaterales, limitando la partici-
pación e influencia de otros actores/órganos fuera del
Poder Ejecutivo. Según Possamai (2010) se trata de un
órgano de carácter político con alta autonomía técni-
ca. Este arreglo institucional es funcional al emprendi-
miento político. A continuación, la Figura 5 muestra la
evolución del presupuesto destinado a la AGESIC, que
claramente es creciente y con aumentos expresivos a
partir del ciclo 2014-2016, lo que puede estar relacio-
nado con la diversificación de las funciones del órgano,
su consolidación institucional y la nítida confianza del
jefe de Estado.
La AGESIC conquistó buena reputación nacional e
internacional, llegando a ser reconocida como “mo-
delo exitoso” de gobernanza en gobierno digital (BID,
2015). Desde sus inicios tuvo fuerte interacción con
agencias internacionales de cooperación técnica y fi-
nanciera como el Banco Interamericano de Desarrollo
(BID) y la Red de Gobierno Electrónico en América La-
tina (GEALC). Además de esto, la institución contó con
estabilidad burocrática y directiva durante la formu-
lación e implementación de las agendas de gobierno
electrónico.
Otro elemento importante que merece destaque co-
mo resultado de la corriente de las policies es el Plan de
Conectividad Educativa de Informática Básica para el
Aprendizaje Online (CEIBAL), lanzado en Uruguay en
2007. Junto a la creación de AGESIC, el plano confor-
ma el grupo de soluciones presentadas por los experts
para la nueva institucionalidad digital de Uruguay. El
CEIBAL es una iniciativa sin precedentes internacio-
Figura 5: Evolución del presupuesto AGEISC - Uruguay
(2008-2020)
Fuente: Elaboración propia con datos de AGESIC (2020)
nales por su carácter universalista4, que objetiva dotar
de una laptop a cada estudiante y profesor de toda la
red pública de enseñanza básica (Rivoir, 2009).
Como aclara Rivoir (2009), el plan CEIBAL es un pro-
grama que no estaba originalmente contemplado en el
Plan de Gobierno presentado en las elecciones de 2004
por el partido Frente Amplio. Consecuentemente, es-
ta solución tuvo una génesis política, colocada por ini-
ciativa de la Presidencia de la República. Algunos dis-
cursos5 del expresidente Tabaré Vázquez muestran su
visión sobre la sociedad de la información y su com-
promiso con la inclusión digital del pueblo uruguayo.
A partir del binomio AGESIC-CEIBAL se derivaron
otros productos e innovaciones políticas en el ámbi-
to del e-gobierno y el uso de TIC’s para fines públicos.
Sin embargo, para el propósito de esta investigación,
el interés es captar esos dos elementos como esencia-
les para describir la corriente de las policies porque al
representar soluciones a los principales problemas de-
tectados, acabaron ocupando un papel determinante
en el proceso de take-off del e-gobierno uruguayo y el
surgimiento de su democracia digital.
El último elemento relevante, en el ámbito de la
corriente de soluciones, es el establecimiento de un
Plan de Acción de Gobierno Abierto, y la adhesión de
Uruguay al Open Government Partnership (OGP). Es-
tas soluciones representan el principal impulso de la
e-democracia en Uruguay, y fueron materializadas por
4La política se basa en el proyecto One Laptop per Child (OLPC)
del Instituto Tecnológico de Massachusetts (MIT), escrito por Nicho-
las Negroponte a finales de 2005. Cabe señalar que el Plan CEIBAL
ya ha recibido varios reconocimientos internacionales, entre ellos el
“Primer Lugar” en la “Feria del Conocimiento” de 2010 en Marrue-
cos, organizada por el Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo (PNUD).
5La política se basa en el proyecto One Laptop per Child (OLPC)
del Instituto Tecnológico de Massachusetts (MIT), escrito por Nicho-
las Negroponte a finales de 2005. Cabe señalar que el Plan CEIBAL
ya ha recibido varios reconocimientos internacionales, entre ellos el
“Primer Lugar” en la “Feria del Conocimiento” de 2010 en Marrue-
cos, organizada por el Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo (PNUD).
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Figura 6: Bloques de poder en Uruguay (1984-2019)
Fuente: Elaboración propia en base a Queirolo (2020)
el poder ejecutivo, a recomendación de los expertos de
AGESIC, mediante el decreto Nº 259/012, publicado en
2012. Adicionalmente, las pautas de trabajo asumidas
por el gobierno uruguayo junto a la OGP tuvieron peso
en la inclusión de nuevos productos de e-democracia
presentes en la última Agenda Digital (2016-2020).
4.1.3. La corriente de la política (Politics)
Uruguay puede caracterizarse como una repúbli-
ca representativa presidencialista. A grandes rasgos,
el sistema democrático uruguayo6 ha demostrado ser
uno de los más estables de América Latina. Sin embar-
go, en la primera elección presidencial del siglo XXI,
hubo un cambio político considerado de “gran magni-
tud” (Buquet y Chasquetti, 2005). El ascenso del parti-
do político Frente Amplio (en adelante FA), representó
una ruptura con la hegemonía política que por déca-
das mantuvieron dos partidos tradicionales, el Colora-
do y el Nacional.
En este caso, el FA representó el primer partido de
centro-izquierda que asumió el poder en la historia de-
mocrática del Uruguay. En la Figura 6, puede apreciar-
se el movimiento histórico del ciclo político urugua-
yo, claramente dominado por los partidos de centro-
derecha. Específicamente, en la elección presidencial
de finales de 2004, Tabaré Vázquez obtuvo el 50,6% del
total de los votos, resultando en mayoría absoluta en el
primer turno. Asimismo, el FA obtuvo 16 de 30 repre-
sentantes electos en el Senado y 52 de 99 diputados en
la Cámara de Representantes.
Cabe destacar que, conforme a lo observado en la
Figura 3, la confianza de los ciudadanos en el gobierno
tuvo mejoras a partir de este momento político. La si-
guiente elección de 2009 también fue vencida por el
FA, con la candidatura de José “Pepe” Mujica como
presidente, con un total de 52,3% de los votos válidos
en el segundo turno. Una de las principales pautas en
la campaña de la oposición, comandada por el Partido
6El índice de democracia de The Economist, en 2018, clasificó a
Uruguay como el único país “plenamente” democrático de América
del Sur, además colocado entre los 15 primeros países democráticos
del mundo.
Nacional, fue la de “pasar la motosierra” en el gasto pú-
blico (Garcé, 2010), haciendo alusión a las políticas fis-
cales expansionistas y el gasto social del gobierno Váz-
quez.
También en esa elección el FA consiguió mayoría en
el Senado, con 16 de 30 representantes y 50 de 99 dipu-
tados en la cámara de Representantes. A pesar del “giro
a la izquierda” prometida por Mujica, su gobierno fue
moderado y de continuidad en el ámbito de las polí-
ticas públicas. En la siguiente elección de 2014 el FA
también venció la disputa por la presidencia. Electo
con 53,48% de los votos válidos en segundo turno, Váz-
quez asumió su segundo mandato, luego de reivindi-
car en campaña su experiencia7 política como diferen-
cial frente al candidato opositor Luis Lacalle Pou (LLP),
33 años más joven.
La siguiente elección, de 2019, interrumpió la tra-
yectoria del FA en el gobierno de Uruguay. El vence-
dor, LLP del Partido Nacional, obtuvo la victoria con
un 48,88% de los votos válidos en el segundo turno,
contra 47,4% del FA. La novedad en esa elección fue
una coalición de partidos de centro derecha (Coalición
Multicolor) que consiguió una nueva mayoría en el Se-
nado con 17 de 30 representantes, frente a 13 del FA,
además de 55 diputados en la Cámara contra 42 del
FA. Este resultado muestra una nueva correlación de
fuerzas y, evidentemente, un impacto sobre el humor
político nacional.
En la perspectiva de Queirolo (2020), todavía es tem-
prano para reconocer un giro radical a la derecha, por-
que el país está dividido y la coalición recién formula-
da apenas está disfrutando de la “luna de miel” del pri-
mer trecho del mandato. Hasta cierto punto no está to-
talmente claro cuáles son las creencias del presidente
electo en relación a la política de e-gobierno8, pero en
declaraciones de 2015, el entonces canidato reconoció
la “expertise” e “idoneidad” del entonces director de la
AGESIC, José Clastornik, quien renunció a su cargo en
marzo del 20209, después de 13 años en el comando de
la agencia.
En síntesis, durante tres ciclos políticos el Frente
Amplio consiguió mantener la mayoría absoluta en el
Senado y la Cámara. Esto implica una buena goberna-
bilidad y menor propensión a tener que ceder y criar
acuerdos con partidos de oposición para llevar adelan-
te reformas. Cabe aclarar que el FA no fue un bloque
homogéneo en términos políticos, pero mostró bas-
tante cohesión y fue capaz de articular un equilibrio
interno. En el escenario nacional, como se evidenció
en la Figura 3, entre 2010 y 2016, hubo una tendencia
más o menos creciente de desconfianza de los ciuda-
danos en el gobierno e instituciones públicas, pero es-
ta vez como novedad aumentó la desconfianza en la
democracia.
7Contexto del debate político: https://www.elpais.com.uy/
informacion/politica/anos-elecciones-nuevo-triunfo-f
rente-amplio-tabare-vazquez.html
8En marzo de 2015, Lacalle expresó en una entrevista para el canal
180UY, su interés por el gobierno electrónico y estaba más o menos
en desacuerdo con la gestión de la FA en materia de TIC’s.
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4.1.4. Emprendedor político y acoplamiento de las co-
rrientes
Para Kingdon (2014) la figura del presidente es la
más fuerte en el proceso de agenda-setting. Su ha-
bilidad para influenciar las instituciones mediante el
nombramiento de actores y cargos de confianza, ade-
más de sus poderes ejecutivos, configuran su capaci-
dad de acción en el proceso de las políticas públicas.
En el caso uruguayo, se puede identificar en Tabaré
Vázquez una especie de proxy de emprendedor polí-
tico, principalmente, por su apuesta visionaria en rela-
ción a la política de transición a la sociedad de la infor-
mación y del gobierno electrónico.
Desde el inicio de su gobierno en 2005, Vázquez pro-
mulgó una auténtica modernización tecnológica del
Uruguay con valores democráticos y de equidad social
(Vázquez y Missana, 2009). Es importante señalar que
su discurso también fue acompañado de práxis, como
evidencian los indicadores presentados a lo largo del
análisis. Entre las principales decisiones de Vázquez
en el ámbito de la política de e-gobierno, se destaca
el nombramiento del “tipo ideal” de emprendedor po-
lítico: el ingeniero José Clastornik como director de la
AGESIC.
A lo largo de su gestión, Clastornik disfrutó de una
fuerte confianza por parte del poder ejecutivo del país.
Blindado con una amplia autonomía técnica, este em-
prendedor político consiguió llevar adelante, en poco
más de una década, las principales políticas públicas
de dinamización del gobierno digital que colocaron
a Uruguay en la cima internacional. Además de eso,
Clastornik construyó su reputación individual hasta
llegar a ser reconocido a nivel internacional como una
de las 100 personalidades más influyentes del mundo
en gobierno digital10.
Ya identificados los emprendedores políticos, se
presenta a continuación el acoplamiento de las co-
rrientes (coupling). El background político del perío-
do 2005-2019 fue caracterizado por un humor políti-
co favorable para reformas e innovaciones políticas.
A partir del reconocimiento de la brecha digital como
un problema nacional, diversas acciones fueron em-
prendidas, destacando: el Plan CEIBAL y la creación
de la AGESIC. Estas acciones también se reflejan en el
aumento del gasto público en TIC’s. Estos emprendi-
mientos contaron con el apoyo máximo del ejecutivo
nacional.
El primer momentum, denominado como “institu-
cionalización e implantación” (2006-2010), consistió
en la creación de un marco normativo, una infraestruc-
tura de base y la formación de capacidades digitales
para la ciudadanía y el aparato burocrático. Puede de-
cirse que efectivamente Uruguay comienza su proceso
de despegue en el desempeño del e-gobierno y surge
la primera Agenda Digital 2008-2010. En este punto, la
democracia digital es incipiente, con limitadas opcio-
nes de comunicación unidireccional entre stakehol-
ders y el Estado.




El segundo momentum, denominado como “expan-
sión”, es marcado por el surgimiento de la Agenda Di-
gital 2011-2015, que representa el impulso definitivo
para la universalización de las iniciativas de TIC’s y la
aplicación intensiva de tecnología en sectores estra-
tégicos. Los indicadores de confianza política presen-
tan un leve deterioro, pero la tendencia es generaliza-
da para países latinoamericanos. En el contexto del e-
gobierno, el acceso a las TIC’s por parte de la población
llega a ser un poco más de 60% en 2015. El tiempo pro-
medio para la creación de una empresa es reducido en
un aproximado de 86%, pasando de 45 días para 6 días.
En materia de infraestructura y acceso a fibra óptica,
en el año 2014 un estudio de la empresa Akamai11 re-
portó que Uruguay fue el país con mayor velocidad de
internet en la región. En ese mismo año, el país se colo-
ca como el líder en la región latinoamericana, con un
índice de desarrollo del gobierno electrónico de 0,72,
muy cercano al nivel “muy alto” de desarrollo.
En este segundo estádio, la gestión de Clastornik
ya cuenta con excelente reputación. Analogamente, la
AGESIC pasa a tener una fuerte interacción interna-
cional con instituciones como la e-Governance Aca-
demy (con sede en Estonia) para la cooperación téc-
nica; con el BID12, para cooperación financiera; ade-
más que los índices y resultados obtenidos fueron jus-
tificando nuevos aumentos en el presupuesto designa-
do al órgano. Probablemente este sea el momento de
catch-up que refleja la hipótesis sobre la relación entre
madurez del gobierno electrónico y emergencia de la
democracia digital plena.
La entrada del Uruguay a la OGP en 2012 parece ha-
ber sido el auténtico “empujón” al proceso de desarro-
llo de la e-democracia en el país. Con la instituciona-
lización de la participación electrónica y del “gobierno
abierto” (mediante un plan nacional), la AGESIC pasó
a coordinar una serie de compromisos que el Estado
urugayo asumió con la sociedad mediante la OGP. En
el índice de participación electrónica de 2014, el país
alcanzó el tercer lugar en el mundo y recibió un reco-
nocimiento de la ONU13. Además de esto, la agenda di-
gital incorporo nuevos mecanismos digitales capaces
de generar bienes democráticos.
En el tercer momentum de acoplamiento, caracte-
rizado por la llamada “transformación con equidad”,
se creó la Agenda y Plan de Gobierno Digital (2016-
2020). En esta fase Uruguay consiguió un EGDI “muy
alto”, convirtiéndose en el primer país latinoamericano
en obtener tal resultado. Además de esto, consolidó en
2017 su ingreso al D7, el grupo de países más digitaliza-
dos del mundo. Puede afirmarse que, hasta este punto,
el proceso de e-gobierno de Uruguay alcanzó un alto
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de sus componentes. Desde la óptica de las políticas
públicas, los problemas relacionados a la brecha digi-
tal14 entraron en la fase de declive, según la tipología
de Secchi (2014).
Los resultados de este análisis muestran que el país
avanzó en la construcción de lo que Pedersen y Wilkin-
son (2018) denominaron digital wellfarstate. Las polí-
ticas diseñadas en la última agenda de e-gobierno pre-
sentan una forma diferente de encarar la brecha digi-
tal, focalizando las dimensiones sociales que existen
más allá del simple acceso a la tecnología. Un ejemplo
de estas políticas multidimensionales implementadas
es el Plan Ibirapitá15, destinado a promover la inclu-
sión digital mediante la entrega de dispositivos y capa-
citación técnica para jubilados y personas de la tercera
edad en situación de vulnerabilidad económica.
Además de esto, la política de e-gobierno incorporó
con mayor fuerza dimensiones más complejas16 como
la e-salud, la ciberseguridad, la planificación de ciu-
dades inteligentes, entre otros. La hipótesis levantada
em la discusión teórica, que relaciona la madurez del
e-gobierno con el surgimiento de una política de e-
democracia con participación activa puede ser, efec-
tivamente, constatada en el caso uruguayo. La partici-
pación electrónica pasó del nivel de información pa-
ra el nivel de colaboración (participación activa) y en
rasgos generales la tipología de e-democracia urugua-
ya tiende a ser participativa (por su énfasis en el acceso
universal) con trazos pluralistas (por la diversificación
de opciones) en la tipología de Van Dijk (2012).
La presencia de mecanismos de consultas públicas
online, mayor abertura y disposición de datos abiertos,
observatorios de demandas ciudadanas, y presupues-
tos participativos caracterizan la combinación de TIC’s
con gobierno abierto. Según Landinelli y Rivoir (2018)
esta ecuación es la que mejor resultado ha ofrecido al
Uruguay en términos de e-participación. Una de las
grandes innovaciones democráticas es la creación de
una agenda en Ciudadanía Digital 2020, una política
de carácter nítidamente bottom-up, con amplia parti-
cipación de la sociedad civil y cooperación internacio-
nal de la UNESCO. Entre las líneas de acción se destaca
la inclusión digital, la cultura democrática y el capital
cultural.
Las principales categorías utilizadas para el análisis
de las agendas y la transición fueron: (i) componen-
tes, que se refiere a los stakeholders involucrados en
el proceso (Shirazi, 2009) destacando el papel poten-
cial proyectado en la agenda; (ii) directrices políticas,
que refleja la existencia de una directriz específica de
e-democracia. Estas pueden ser operacionales (meca-
nismos técnicos o normativos), estratégicos (promo-
ción de valores para estimular actores y redes), y otros
ejes (cultura, lenguaje, definiciones, etc); (iii) visión,
14Según la “Encuesta de Uso de Tecnologías de la Información e
Comunicación” (EUTIC) 2019, 88% de los hogares cuenta con cone-
xión a internet desde finales de 2018.
15https://ibirapita.org.uy/
16En materia de e-salud se destaca la plataforma “A Tu Salud”, lan-
zada en 2015, que potencializa la calidad democrática del acceso a la
información sobre el sistema de salud por parte de los ciudadanos.
Así como también se tiene el Marco de Ciberseguridad, lanzado en
2016 y actualizado en 2019, que orienta a ciudadanos y empresas so-
bre la gestión de riesgos en materia de seguridad de la información.
que establece el rumbo de la política y el motivo fi-
nal de su implementación (Oni et al., 2016); iv. obje-
tivo estratégico, indica claramente el “punto de llega-
da” y sirve para medir el éxito “ex-post” de la política
(Oni et al., 2016); (vi) órgano de supervisión, que defi-
ne cuáles son las entidades y esferas institucionales a
cargo de ejecutar y monitorear la política; (vii) nivel de
participación, que sirve para mapear el grado de par-
ticipación (Lindner et al., 2016); (viii) estilo de imple-
mentación, que detecta si el proceso de e-democracia
fue proyectado en el sentido top-down o bottom-up;
ix. potenciales bienes democráticos, son el resultado
de un valor democrático generado a partir de innova-
ciones políticas (Smith, 2009; Wright, 2012); x. reduc-
ción del déficit democrático, utilizado para detectar de
qué forma las brechas (sean en infraestructura, acce-
so a canales de participación, etc) son reducidas (Clift,
2003).
Por último, la convergencia de la corriente de
problemas (brecha digital, anémicos gasto público
en TIC’s y en política digital, limitada eficiencia
burocrática del gobierno e incertidumbre político-
democrática), con la corriente de soluciones (creación
de la AGESIC, Plan CEIBAL y adhesión a la OGP más el
Plan de Gobierno Abierto), y la corriente política (hu-
mor nacional propicio para reformas, evidenciado en
la mayoría absoluta de la Cámara de Representantes y
Senado y en los buenos índices de aprobación presi-
dencial), en articulación con los emprendedores polí-
ticos y sus creencias, o como apuntaría el mismo Clas-
tornik et al. (2016) “a clear political will of the highest
level”, propiciaron las condiciones idóneas para el de-
sarrollo de una robusta política de e-gobierno que sos-
tiene la estructura suficiente para el florecimiento de
la e-democracia en Uruguay.
5. Consideraciones finales
El artículo analizó a la luz del MMC el desarrollo de
la política de e-gobierno y e-democracia en Uruguay,
durante el período de 2005 a inicios de 2020. En un
primer momento fueron definidos los conceptos ba-
silares, sustentando que un e-gobierno con alto nivel
de madurez es una condición necesaria para el surgi-
miento y desarrollo de la democracia digital. En segui-
da, fue descrito teóricamente el MMC, observando su
estructura lógica y analítica, algunas de sus críticas y la
utilización en la literatura.
Se observó un déficit en las investigaciones del ám-
bito latinoamericano que utilicen tal modelo para el
análisis de políticas públicas. Este vacío teórico es ma-
yor cuando se trata específicamente de las políticas
de e-gobierno y e-democracia. Por otro lado, la aplica-
ción del modelo consistió en la identificación, análisis
y acoplamiento de la corriente de problemas, solucio-
nes y política. La pesquisa mostró evidencia suficien-
te para probar la hipótesis sustentada en la discusión
teórica.
En general, los resultados muestran la convergen-
cia de las corrientes: (i) problemas: limitado acceso
a TIC’s, bajo desempeño administrativo y burocráti-
co del sector público (reflejado en los índices de e-
gobierno), e incertidumbre político-democrática en
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determinados momomentos; (ii) soluciones con via-
bilidad técnica y política: AGESIC, Plan Ceibal, Plan
de Gobierno Abierto, todas ampliamente apoyadas por
los actores clave; (iii) el humor político nacional fue
bastante propicio para el emprendimiento de las refor-
mas (mayorías absolutas y buenos índices de aproba-
ción).
El papel de los emprendedores políticos (identifica-
dos como Tabaré Vázquez y José Clastornik) fue esen-
cial en el coupling de las corrientes y en el aprovecha-
miento de las ventas de oportunidad para el cambio.
En poco más de una década de políticas, Uruguay se
ha posicionado como un importante actor internacio-
nal en materia de e-gobierno y e-democracia. El análi-
sis de las agendas muestra como se fue dando progre-
sivamente la inserción de elementos de e-democracia,
destacando el cambio en el estilo de implementación
que pasó de top-down para bottom-up, evidenciado en
los niveles de interacción colaborativos entre el Estado
y los stakeholders y en la creación de nuevos bienes de-
mocráticos.
La coyuntura reciente marcó la salida de los em-
prendedores políticos del poder, y el ascenso de una
nueva camada de líderes, con otros sistemas de creen-
cias y valores. La inestabilidad causada en AGESIC con
este movimiento se perfila como un elemento de ten-
sión para la trayectoria de la política de e-gobierno. A
mediados de 2020 se observaron despidos masivos en
la AGESIC, comandadas desde la Presidencia de la Re-
pública de Uruguay, pero el movimiento tuvo contes-
tación sindical y política por parte de los trabajadores.
Uno de los límites de esta investigación fue la fal-
ta de detalle sobre políticas específicas, es decir, al ni-
vel de la micropolítica. De la misma forma, se optó
por omitir la cuestión coyuntural de la pandemia de
COVID-19, su impacto e implicaciones para la políti-
ca de e-gobierno. De esta manera, se recomienda que
nuevas investigaciones y análisis de políticas públicas
puedan ser emprendidas bajo esta metodología para el
análisis de otros países, objetivando poder realizar es-
tudios comparativos. Por último, se recomiendan futu-
ros análisis de la trayectoria de Uruguay en materia de
e-gobierno y e-democracia, que consideren la variable
exógena del COVID-19 y la nueva coyuntura política, o
en su defecto, análisis que repliquen el mismo espacio
temporal de esta investigación, pero con recortes que
aborden el ámbito departamental o municipal de go-
bierno.
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Anexo
Dimensiones Agenda 2008-2010 Agenda 2011-2015 Plan de Gobierno digital 2020
1.- Componentes/Stakeholders
TIC’s Colocado explícitamente como he-
rramienta principal, medio.
Sigue siendo la herramienta por exce-
lencia
Considerado el eje de transformación
de las relaciones ciudadano-Estado
e-Ciudadanos El foco está en el acceso y se colocan
por segmentos: prioridad para la po-
blación escolar, los discapacitados y
luego el público en general
Desarrollo de competencias que pro-
yectan una ciudadanía digital; Alfa-
betización digital
La ciudadanía digital aparece en el
horizonte
Gobierno Papel organizador de las comunida-
des digitales, a nivel local. Centraliza
la participación en un único portal.
Presente en casi todas las iniciativas Presente en todos los ejes
Medios de comunicación No hay ninguna mención. Televisión digital No hay ninguna mención.




Los actores organizados de la socie-
dad civil se incorporan a los niveles
locales
Sector Privado Desarrollador de herramientas. Re-
ceptor de premios
Garantizar el acceso a la conectividad
corporativa y la identidad digital. Re-
ceptor de premios
Fuerte promoción de la innovación y
creación de nuevos canales por parte
del sector privado / compromiso de
las pymes en los presupuestos parti-
cipativos
2.- Directrices Políticas No se trata esencialmente la demo-
cracia electrónica.
No menciona explícitamente la de-
mocracia electrónica, pero incorpora
nuevos elementos que sugieren preo-
cupación. La participación aparece
como un objetivo concreto: “nue-
vos canales con instrumentos ade-
cuados”
Aparecen e-participación y Gobierno
Abierto, signos del establecimiento
de una democracia digital en sí. Se
evidencian otros elementos como la
colaboración electrónica y la deci-
sión electrónica.
Operacionales Ley de protección de datos propues-
ta; Portal del Estado con participa-
ción.
Identificación única; Marco legal que
garantiza el derecho a la relación di-
gital del ciudadano con la AP; Infor-
mación abierta; Organismos con es-
tándares y modelos de participación
/ interacción.
Implementación del sistema CRM
ciudadano; Incorporación de nuevas
tecnologías como “chatbots”; Siste-
ma unificado de información públi-
ca; Observatorio de demandas ciu-
dadanas; Catálogo online de produc-
tos de participación electrónica. Pre-
supuestos participativos; elementos
de ciberseguridad para la ciudadanía
electrónica
Estratégicas Conexión con dispositivos democrá-
ticos off-line; diversidad cultural, gé-
nero y equidad social
Promover nuevos canales de partici-
pación ciudadana; inserción interna-
cional, cooperación.
Universalización de la relación; Esta-
blecer un gobierno electrónico abier-
to, cercano y confiable; consolidar
posición internacional;
Claves Existe una falta de definición de de-
mocracia digital.
Los medios digitales y el patrimonio
cultural como refuerzo de la demo-
cracia
Cultura de gobierno abierto en todos
los niveles de la AP.
3.- Visión “...construir una Sociedad de la Infor-
mación centrada en la persona, in-
tegradora y orientada al desarrollo,
en que todos puedan crear consultar,
utilizar y compartir la información y
el conocimiento, para que las perso-
nas, las comunidades y los pueblos
pueden emplear plenamente sus po-
sibilidades en la promoción de su de-
sarrollo sostenible y en la mejora de
la calidad de vida”
“construir una Sociedad de la Infor-
mación centrada en la persona, in-
tegradora y orientada al desarrollo,
en que todos puedan crear, consultar,
utilizar y compartir la información y
el conocimiento, para que las perso-
nas, las comunidades y los pueblos
puedan emplear plenamente sus po-
sibilidades en la promoción de su de-
sarrollo sostenible y en la mejora de
la calidad de vida”
Crear valor público mediante ser-
vicios que satisfagan las necesida-
des, expectativas y preferencias de los
ciudadanos de forma abierta, cerca-
na, inteligente, eficiente, integrada y
confiable.
4.- Objetivo Estratégico Institucionalización general e imple-
mentación del ecosistema
Expansión y universalización Transformación digital de las relacio-
nes electrónicas ciudadano-Estado
5.- Órgano de supervisión AGESIC AGESIC AGESIC - Alianza para el Gobierno
Abierto
6.- Nivel de Participación Información Comunicación Comunicación y colaboración
7.- Estilo de Implementación Top-down Top-down Top-down, com algunas herramien-
tas bottom-up
8.- Potenciales bienes demo-
cráticos
Inclusión social; transparencia. Transparencia; Compromiso; Refuer-
zo de la vigilancia y el control cogni-
tivo; Inclusión
Transparencia; Compromiso; Espa-
cio para nuevas voces; Deliberación
plural; Mejora de la calidad de los ar-
gumentos; Refuerzo de la vigilancia
/ control cognitivo; Control popular;
inclusión.
9.- Reducción del déficit demo-
crático
Infraestructura: se proponen fuertes
inversiones en TIC, abogando por la
igualdad social.
Nuevos canales de participación y
“voz” para los e-ciudadanos.
Iniciativas de participación activa y
deliberación electrónica.
Consultas públicas online No No menciona explícitamente Sí, con adhesión a la Alianza para el
Gobierno Abierto
Datos abiertos No Si Si
Fuente: Elaboración propia con base en la literatura especializada y en las agendas de e-gobierno de Uruguay.
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